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Resumen ejecutivo

La poblacién defensora de Derechos Humanos ha sido victima de diversas afectaciones, que
varian en su intensidad entre los ferritorios y parecen depender de cada contexto particular. Sin
embargo, existen unos factores comunes que potencian los riesgos y facilitan la materializacién de
las amenazas, como la presencia de grupos armados ilegales y las economias ilicitas. En este
contexto, la identificacién de las amenazas y la gestién oportuna del riesgo, son relevantes para
el funcionamiento efectivo de un sistema de prevencién temprana, que permita precisar los riesgos,
sus causas y las medidas de tratamiento requeridas, a partir de la caracterizacién de los entornos
y la comprensién de las dindmicas ferritoriales, en las que convergen factores sociales,
econdémicos, politicos, ambientales y culturales. A su turno, la persistencia de los retos en la
capacidad institucional y en la articulacién entre las etapas de investigacién, juicio y sancién de
las agresiones contra la poblacién defensora de Derechos Humanos para garantizar la sancién
de los responsables, afectan las garantias de no repeticién y la capacidad del sistema judicial de
disuadir el delito y la violencia contra esta poblacién.

Adicional a lo anterior, los prejuicios y estereotipos en contra de las personas defensoras de
Derechos Humanos que, de manera individual o en conjunto con otras, denuncian violaciones o
reclaman la realizacién plena de los Derechos Humanos, generan un impacto negativo en sus
derechos, afectan los procesos que lideran y deterioran el trabajo organizativo, en la medida en
que rompen vinculos significativos para la colectividad. En esos términos, las vulneraciones
desincentivan la labor de defensa de los Derechos Humanos, debilitan la participacién y erosionan
la confianza de la comunidad en los procesos de liderazgo.

Para solucionar las problemdticas mencionadas, este documento promueve el desarrollo de
estrategias de politica a nivel nacional que permitan: (i) desarrollar estrategias institucionales
conjuntas para infervenir los factores de riesgo que amenazan el ejercicio de defensa de los
Derechos Humanos, (ii) fortalecer las capacidades institucionales para la prevencién temprana y
la proteccién oportuna de los defensores de Derechos Humanos, (iii) adoptar estrategias que
fortalezcan las etapas de investigacién, judicializacién y sancién de las agresiones contra los
defensores de Derechos Humanos; y (iv) robustecer las capacidades individuales y colectivas de
los defensores de Derechos Humanos, para la promocién de los derechos y el reconocimiento a
su labor.

Esta politica serd ejecutada en un horizonte de cinco afios. Ademds, cuenta con el liderazgo
y participacién del Departamento Nacional de Planeacién, el Ministerio del Interior, Consejeria
Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales, Ministerio de Defensa
Nacional, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Salud y Proteccién Socidal,
Agencia Nacional de Defensa Juridica para el Estado, Ministerio de Ambiente y Desarrollo

Sostenible, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural la Consejeria para la Equidad de la Mujer



y Centro Nacional de Memoria Histérica. Las acciones contenidas en el Plan de Accién y
Seguimiento (PAS) que acompafan este documento, asi como las recomendaciones que se
formulan, se desarrollardn con recursos de acuerdo con el Marco de Gasto de Mediano Plazo de
cada sector participante.

Clasificacién:  D78; J18.

Palabras clave: lideres sociales, defensores de Derechos Humanos, garantias, respeto, homicidios.
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1. INTRODUCCION

Este documento presenta la Politica Nacional de Garantias y Respeto para la Labor de
Defensa de los Derechos Humanos, enmarcada en la concepcién del Estado como su principal
garante, en el marco del respeto y el conocimiento de los Derechos Humanos y en el ejercicio
de las libertades fundamentales (Asamblea General de Naciones Unidas, 1999). La Constitucién
Politica de 1991 es el hito fundamental para la garantia de los derechos de las personas
defensoras de Derechos Humanos. La carta politica senté las bases para el establecimiento de una
arquitectura institucional destinada a la ampliacién democrdtica y la proteccién de los Derechos
Humanos, y a partir de ella se pusieron en marcha las politicas encaminadas a materializar este
propésito de garantia y proteccién. Bajo ese marco se crearon diversos programas de proteccién
y prevencién, disefiaron instancias y espacios de coordinacién, impulsaron estrategias para la
investigacién y sancién de las agresiones y se implementaron acciones para promover el liderazgo
social.

A pesar de los avances en materia de respeto y garantias para la defensa de los
Derechos Humanos, en el pais persisten las agresiones a las personas defensoras de Derechos
Humanos y los factores de riesgo que amenazan el libre ejercicio de esta labor. Esta politica
reconoce que esta situacién obedece a multiples causas y que su intervencién compromete el
esfuerzo institucional de corto, mediano y largo plazo, sentando las bases de estrategias amplias
e integrales que permitan atacar las causas estructurales de estas problemdticas.

Entre las principales afectaciones a esta poblacién, se cuentan las vulneraciones a los
derechos a la vida, libertad, integridad. Estas ocurren principalmente en los territorios que tienen
presencia de grupos armados y grupos delincuenciales organizados, asi como de economias
ilegales. De acuerdo con informacién registrada por la Consejeria Presidencial para los Derechos
Humanos y Asuntos Internacionales, entre 2016 y 2019 los homicidios contra las personas
defensoras de Derechos Humanos pasaron de 61 a 108. En 2020 fueron registrados 129: 66 de
ellos confirmados y 63 continGan en proceso de verificacién, por parte de la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Consejeria Presidencial para
los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales, 2021). Otras agresiones, como la desaparicién
forzada, amenazas, tentativa de homicidio, secuestro y delitos sexuales, entre 2016 y 2020
presentaron un incremento de 1.100 %, pasando de 144 a 2.096, respectivamente. El delito més
relevante fue el de amenaza, que representd el 97 % del total de otras agresiones.

Adicionalmente, existen refos importantes en materia de prevencién de estas
vulneraciones, asi como en materia de investigacién, juicio y sancién de los agresores. En este
sentido, los esfuerzos de articulacién entre ramas del poder piblico ain tienen mdltiples
oportunidades de mejora. Entre ellas, se cuentan las mejoras necesarias en los dispositivos y
sistemas que fueron disefiados para garantizar la emisién de alertas oportunas que garanticen una
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accién institucional para evitar la materializacién de los riesgos. De manera adicional, esta politica
identifica oportunidades de coordinacién con la rama judicial, que permita responder a los retos
de presencia institucional y tiempos de respuesta en los procesos de investigacién, juicio y sancién,
de manera que estos se constituyan en mecanismos de prevencién y garantias de no repeticién.

De manera complementaria, la defensa de los Derechos Humanos requiere de entornos
favorables y ambientes habilitantes para el ejercicio de los liderazgos sociales. Por ejemplo,
la discriminacién y la estigmatizacién impiden el libre ejercicio de esta labor. De igual manera, la
falta de capacidades individuales y organizacionales en esta materia afecta el desempefio de
quienes desarrollan esta actividad y limita su alcance e impacto en las comunidades que pretenden
beneficiar.

Por lo anterior, esta politica propone articular de manera efectiva la operatividad de las
estrategias institucionales en el territorio, garantizar una gestién eficiente de la informacién,
fortalecer la prevencién temprana, la proteccién individual y colectiva, robustecer la
investigacién, juicio y sancién a las violaciones de derechos, asi como contrarrestar los
desafios en materia de seguridad. Igualmente, plantea avanzar hacia la consolidacién de
ambientes propicios para esta labor, a través de la promocién de una cultura de respeto, el
fortalecimiento de capacidades individuales y colectivas para el desarrollo de este ejercicio, y el
restablecimiento del tejido social.

Este documento estd desarrollado en seis secciones. La primera, incluye esta introduccién;
la segunda se refiere a los antecedentes y a la justificacién de la politica; la tercera analiza el
marco conceptual; la cuarta presenta un diagnéstico de la situacién actual, donde se identifica la
evolucién de las vulneraciones y afectaciones, asi como de los retos para las garantias de los
individuos y organizaciones que se dedican a la defensa de los Derechos Humanos; la quinta
define la politica y se plantean los objetivos, el plan de accién, seguimiento financiamiento; vy,

por Gltimo, se realizan recomendaciones para el logro de los objetivos planteados en esta politica.

2. ANTECEDENTES Y JUSTIFICACION

2.1. Antecedentes

La Constitucién Politica establece, dentro de los fines esenciales y los deberes sociales
del Estado, el mantenimiento de la convivencia pacifica y la proteccién de todas las personas
en su vida, bienes, honra, creencias y la garantia de los demds derechos y libertades.
Adicionalmente, define la vida como un derecho inviolable, protegen la dignidad humana y
prohibe la desaparicién forzada, la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.
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Para el caso de los defensores de Derechos Humanos esta obligacién del Estado adquiere
mayor relevancia por tratarse de sujetos que, con ocasién de su labor, se encuentran sometidos
a riesgos desproporcionados. Ademds, porque la garantia de los derechos se amplia cuando se
trata de los defensores y lideres sociales, de manera que el solo hecho de ser amenazados
compromete seriamente la vigencia del sistema democrdtico, y su vulneracién o agresién se
convierte en una pérdida colectiva, que afecta la diversidad, libertad y el cumplimiento de los fines
esenciales del Estado (Corte Constitucional, Sentencia T - 111, 2021)1. Bajo esta premisa es
considerada la vocacién de todas las personas de convertirse en defensoras de los Derechos
Humanos, pues su ejercicio contribuye de manera valiosa a la consolidacién del Estado
democrdtico y pluralista, y a la promocién, el respeto y la proteccién de esos derechos y libertades
personales (Asamblea General de la OEA, 1999)2. El Estado colombiano ha realizado esfuerzos
sostenidos en esta materia, buscando cumplir con las disposiciones mencionadas, que se detallan

a continuacién.

Programas de proteccién y prevencién para la garantia de la labor de defensa de los Derechos
Humanos

Los primeros programas de protfeccién para poblaciones especificas en riesgo fueron
implementados entre 1996 y 2000. Entre ellos, sobresalen el Programa para Defensores de
Derechos Humanos, Lideres Sociales y Sindicales, Testigos y Personas Amenazadas®; el Programa
de Proteccién a Dirigentes, Miembros de la Unién Patridtica y el Partido Comunista Colombiano?;
y el Programa de Proteccién a Periodistas y Comunicadores Sociales®. Al mismo tiempo, se
constituyeron diversos escenarios con organizaciones sociales para impulsar los procesos
relacionados con la proteccién de los Derechos Humanos. Entre estos espacios estaban: el Comité
de Derechos Humanos del Sector Sindical, el Comité de Derechos Humanos de los Pueblos
Indigenas, la Comisién Nacional de Territorios Indigenas, la Mesa Permanente de Concertacién

! La garantia de los derechos de las personas defensoras de los Derechos Humanos se sustenta esencialmente en los
principales tratados internacionales de Derechos Humanos y en los articulos 1°y 2° de la Constitucién Politica. Adicional
a los articulos 11 y 12, ya mencionados. El texto constitucional consagra, ademds, los derechos a la libertad de
expresién (Art. 20), de pensamiento y opinién (art. 37), la libertad de reunién pacifica y la libertad de asociacién
{art.38); y, de manera particular, sefiala el deber de las personas y los ciudadanos de defender y difundir los Derechos
Humanos como fundamento de la convivencia pacifica (art.95).

2 Corte Constitucional, sentencias T-707 de 2015, M. P. Maria Victoria Calle Correq, y T-469 de 2020, M. P. Diana

Fajardo Rivera.
3 Decreto No. 372 de 1996.
4 Decreto 978 de 2000.
5 Decreto 592 de 2000.
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con los Pueblos y Organizaciones Indigenas y la Comisién Consultiva de Alto Nivel para las
Comunidades Negras (Soto, 2006)°.

En 1999 el Gobierno nacional adopté la Politica de Promocién, Respeto y Garantia de
los Derechos Humanos y de Aplicacién del Derecho Internacional Humanitario. Esta politica
trazé como obijetivos la proteccién de los defensores de Derechos Humanos, la prevencién de
violaciones a sus derechos y la reparacién de dafios. Bajo esa orientacién, propuso por primera
vez la puesta en marcha de un Sistema de Alertas Temprana, con el objeto de prevenir la
ocurrencia de masacres y desplazamientos, y consolidar la informacién de las entidades y la
comunidad.

Posteriormente, se puso en funcionamiento el Programa de Proteccién de Derechos
Humanos’, a cargo del entonces Ministerio del Interior y de Justicia. Esto se logré a través del
Decreto 2816 de 20068, mediante el cual también se reglamentaron por primera vez
aspectos administrativos, de procedimiento, clasificacién de riesgos, beneficios y obligaciones de
los protegidos’. El programa tuvo diferentes modificaciones hasta que finalmente se tomé la
decisién de fortalecerlo a través de la modificacién de la estructura del estado y se creé la Unidad
Nacional de Proteccién (UNP)'°. Esta entidad asumié los programas existentes relativos a lideres

sociales, politicos y defensores de Derechos Humanos.

¢ Entre estos espacios estaban el Comité de Derechos Humanos del Sector Sindical, el Comité de Derechos Humanos
de los Pueblos Indigenas, la Comisién Nacional de Territorios Indigenas, la Mesa Permanente de Concertacién con los
Pueblos y Organizaciones Indigenas y la Comisién Consultiva de Alto Nivel para las Comunidades Negras (ACNUDH).

7 El Programa de Proteccién de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia tenia por objeto apoyar al
Gobierno nacional en la salvaguarda de la vida, integridad, libertad y seguridad de la poblacién objeto del Programa
que se encuentre en situacién de riesgo cierto, inminente y excepcional, como consecuencia directa y en razén del
ejercicio de sus actividades o funciones politicas, publicas, sociales o humanitarias. Inicialmente, este Programa buscaba
proteger los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad personales de dirigentes sindicales y de lideres de
ONG defensoras de derechos humanos, pero su cobertura se ha venido extendiendo a los siguientes grupos
poblacionales: a) Dirigentes o activistas de grupos politicos, grupos de oposicién, organizaciones sociales, civicas,
comunales, gremiales, sindicales, campesinas, grupos éticos, ONG de derechos humanos y miembros de la misién
médica; b) Testigos de casos de violacién de derechos humanos y derecho internacional humanitario; ¢) Dirigentes y
miembros de la Unién Patridtica (UP) y del Partido Comunista Colombiano (PCC); d) Periodistas y comunicadores
sociales; e} Alcaldes, concejales, personeros y diputados; f} Funcionarios y ex funcionarios responsables del disefio,
coordinacién y ejecucién de la politica de paz o de derechos humanos, del Gobierno nacional.

8 Decreto 2816 de 2006, por el cual se disefia y reglamenta el Programa de Proteccién de Derechos Humanos del
Ministerio del Interior y de Justicia y se adoptan otras disposiciones.

? El Decreto 2816 fue derogado por el Decreto 1740 de 2010 y este a su vez por Decreto 4912 de 2011, el cual
estructuré el Programa de Prevencién y Proteccidn de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de
personas, grupos y comunidades del Ministerio del Interior, con la intencién de unificar los Programas de Proteccién
existentes y promover la proteccién oportuna, idénea y eficaz a las poblaciones en riesgo, y para optimizar los recursos
financieros, humanos vy fisicos.

19 Creada a fravés del Decreto Ley 4065 de 2011, por el cual se crea la Unidad Nacional de Proteccion (UNP), se
establecen su obijetivo y estructura.
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En 2011 el Gobierno nacional identificé la necesidad de unificar los programas de
proteccién y las instancias creadas hasta ese momento. Asi, mediante el Decreto 4912 de 2011
se puso en marcha el Programa de prevencién y proteccién de los derechos a la vida, libertad,
integridad y seguridad, con la finalidad de garantizar los derechos mencionados a las personas,
grupos y comunidades que se encuentran en riesgo extraordinario o extremo, como consecuencia
directa del ejercicio de sus actividades o funciones, y que se encuentran bajo la responsabilidad
de la UNP, Policia Nacional y Ministerio del Interior. Esta modificacién normativa fue un intento
relevante para la coordinacién de las estrategias implementadas por el Gobierno nacional y para
territorializar la politica piblica en esta materia. Sin embargo, todavia persiste la dispersién
normativa y de instancias, asi como los desafios en la coordinacién de estrategias entre las
entidades del orden nacional y local.

Ahora bien, es importante reconocer el rol preponderante de la Corte Constitucional en
materia de definicién de la proteccién colectiva. Mediante varios pronunciamientos
jurisprudenciales, entre ellos el Auto 200 del 2007 (Corte Constitucional, 2007), Auto 266 de
2009 (Corte Constitucional, 2009), Auto 321 de 2015 (Corte Constitucional, 2015) y Auto 373
del 2016 (Corte Constitucional, 2016), esa corporacién hizo un llamado al Gobierno nacional
para la inclusién de un instrumento de medicién del riesgo a nivel de grupos, colectivos o
comunidades, vinculando al Ministerio del Interior y la UNP para la construccién de una ruta de
proteccién colectiva. El concepto de proteccién colectiva se extendié hacia una dimensién territorial
y comunitaria. En ese sentido, los espacios humanitarios en 2002 (Programa de Desarrollo y Paz
de Magdalena Medio, 2008), y las zonas de reserva campesina se constituyeron como escenarios
claves en la instrumentalizacién de la proteccién colectiva. Posteriormente, la ley 1448 de
2011"y el Decreto Ley 4800 de 2011 introdujeron lineamientos relevantes en materia de
proteccién. Si bien el t#érmino colectivo se suscribe a la defensa de los derechos a nivel de
organizaciones, comunidades y colectivos, su estrategia se profundizé con el enfoque ético en
pueblos indigenas, comunidades negras y comunidad Rrom.

Ello supone un desarrollo del concepto de proteccién colectiva con enfoque diferencial
sobre cuatro dimensiones: autonomia, derechos territoriales, territorio, y los pueblos y
comunidades que lo habitan. En 2015 se expidi6 la Resolucién 1085 mediante la cual se adoptd
el protocolo para implementar la ruta de proteccién colectiva del Programa de Prevencién y
Proteccién del Ministerio del Interior y de la UNP'2. Esta ruta marcé un hito en los abordajes hasta

el momento desarrollados, al proponer una éptica complementaria a las medidas de proteccién

" Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atencién, asistencia y reparacién integral a las victimas del
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.

12 Mediante auto 266 del 2009, la Corte Constitucional sefialé la importancia de adoptar un instrumento no individual
sino colectivo de valoracién de riesgo y, en consecuencia, la necesidad de adoptar las medidas de proteccién colectivas,
desde un enfoque preventivo y de intervencién temprana.
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temporales e individuales, desde una perspectiva colectiva y tendiente a la prevencién. Su carécter
innovador también radicé en el reconocimiento de las particularidades territoriales y poblacionales
colectivas de los sujetos de proteccién, buscando atacar las causas de las violaciones de derechos
a las comunidades. En el marco del mencionado protocolo, se creé el Comité de Evaluacién de
Riesgo y Recomendaciones de Medidas (CERREM) para comunidades y colectivos del pais. Con
este comité se incorporé el enfoque de género en la proteccién a mujeres en riesgo'®, con el objeto
de dirigir las medidas hacia una proteccién integral y con un enfoque colectivol4. Adicional a la
Resolucién 1085 de 2015, a través del Decreto 2078 de 2017 se adopté la Ruta de Proteccién
Colectiva del Programa de Prevencién y Proteccién y se determind su coordinacién a cargo del
Ministerio del Interior (Direccién de Derechos Humanos) y de la Unidad Nacional de Proteccién
(UNP).

En materia de prevencién, a través del Decreto 1581 de 2017 se adopté la Politica de
prevencién de violaciones a los derechos a la vida, la libertad, integridad y seguridad de
personas, grupos y comunidades. Este instrumento definié seis estrategias que e incorpord
acciones dirigidas a enfrentar las causas estructurales de violaciones de estos derechos, como las
dindmicas econémicas ilegales, acceso a la justicia, cultura en Derechos Humanos y restricciones
a la libertad por disputa a la tierra y el territorio. Ademds, esta normatividad incorporé la definicién
de defensor de Derechos Humanos en linea a los estdndares internacionales, y propuso una linea
especifica dirigida a la no estigmatizacién. Sin embargo, a pesar de la visién innovadora e
integradora de este decreto, persisten los retos en la articulacién institucional y la coordinacién
nacién - territorio para su adecuada implementacidn, especialmente en la respuesta encaminada
a contrarrestar los factores de riesgo y vulnerabilidad derivados de las actividades del colectivo.
Asi mismo, continda prevaleciendo la implementacién de medidas de proteccién individual sobre
las colectivas. En el contexto de proteccién a poblaciones vulnerables, en junio de 2021 se expidié
el Plan Nacional de Atencién y Reparacién Integral a las Victimas, respondiendo a las nuevas
realidades de la politica y considerando los aprendizajes de los cerca de diez afios de su

13 De acuerdo con lo establecido en el Decreto 1066 de 2015, el Comité de Evaluacién del Riesgo y Recomendacién
de Medidas tiene por objeto la valoracién integral del riesgo, la recomendacién de medidas de proteccién y
complementarias. Lo componen los siguientes actores: Un delegado del Procurador General de la Nacién; Un delegado
del Defensor del Pueblo; Un delegado del Fiscal General de la Nacién; Un representante de la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos; Un delegado del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados ACNUR, cuando se trate de casos de poblacién desplazada; Cuatro (4) delegados de cada
una de las poblaciones objeto del Programa de Prevencién y Proteccién, quienes estardn presentes exclusivamente en el
andlisis de los casos del grupo poblacional al que representan; Delegados de entidades de cardcter piblico cuando se
presenten casos relacionados con sus competencias y Representante de un ente privado, cuando el Comité lo considere
pertinente.

14 Resolucidn 805 de 2012, por la cual se expide el protocolo especifico con enfoque de género y derechos de las
mujeres a que se refiere el articulo 50 del Decreto 4912 de 2011.
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implementacién y atendiendo al marco constitucional del Sistema Integral de Verdad, Justicia,
Reparacién y Garantias de no Repeticidn.

Esfuerzos de coordinacién interinstitucional para la prevencién y proteccién

El principal hito en materia de articulacién institucional para la prevencién de violaciones
a los Derechos Humanos es la puesta en marcha del Sistema de Alertas Tempranas (SAT) y del
Comité Interinstitucional de Alertas Tempranas (CIAT)'. El SAT, creado en 2001, involucré a la
Defensoria del Pueblo en el propésito de prevenir violaciones masivas de Derechos Humanos y
DIH (Defensoria del Pueblo, 2014). Paralelamente, desde 2002 la CIAT buscé orientar y coordinar
las acciones a desarrollar por las distintas entidades nacionales, regionales y locales para controlar
o mitigar el riesgo advertido por el SAT y brindar proteccién a las poblaciones amenazadas
(Defensoria del Pueblo, 2014). Cabe anotar que, en sus inicios, la CIAT actué como una

Comisién Adhoc, de tal suerte que su formalizacién se efectué en 2007.

Sin embargo, ante la presencia de organizaciones, hechos y conductas criminales que
amenazan el ejercicio de los derechos y libertades de la poblacién, entre ellas la poblacién
defensora el Decreto 2124 de 201716creé el Sistema de Prevencién y Alerta para la
Respuesta Rapida, en el marco de la implementacién del Acuerdo Final para la Terminacién del
Conflicto y la Construccién de una Paz Estable y Duradera (Acuerdo Final). Una de sus
motivaciones principales fue modificar la estructura para integrar en un solo sistema los
componentes de alertas tempranas, liderado por la Defensoria del Pueblo, y de respuesta rapida,
coordinado por el Ministerio del Interior, para evitar la duplicidad de funciones e impulsar las
estrategias de prevencién. Con esta modificacién la Comisién Intersectorial de Alertas Tempranas,
CIAT, pasé a denominarse Comisién Intersectorial para la Respuesta Répida a las Alertas
Tempranas, CIPRAT. Este esfuerzo, de coordinar el Sistema de Alertas Tempranas y la
institucionalidad encargada de la respuesta y articulacién entre las entidades nacionales y locales
para la mitigacién del riesgo advertido, requiere un andlisis sobre el cumplimiento de sus objetivos,

15 Cabe mencionar que, de manera anterior a la creacién de este engranaie, el Estado habia puesto en marcha, desde
1997, la Comisién Interinstitucional para la Promocién y Proteccién de los Derechos Humanos de los Trabajadores
(Decreto 1413, 1997) se cuenta entre las primeras instancias creadas. Este espacio, que a la fecha todavia se encuentra
en fruncimiento, tiene entre sus principales objetivos: (i) impulsar la proteccién y promocién de los derechos de los
trabajadores, especialmente de los derechos a la vida, integridad y libertad sindical; {ii) hacer seguimiento al avance
de las investigaciones sobre los hechos de violencia contra los dirigentes y asociados a organizaciones sindicales,
principalmente homicidios y amenazas; (i} promover el desarrollo de capacitaciones sobre la ruta de proteccién; vy (iv)
trasladar a las autoridades competentes, como la UNP y la Fiscalia General de la Nacién, las situaciones de riesgo que
llegan a su conocimiento.

1 Decreto 2124 de 2017, por el cual se reglamenta el sistema de prevencién y alerta para la reaccién répida a la
presencia, acciones y/o actividades de las organizaciones, hechos y conductas criminales que pongan en riesgo los
derechos de la poblacién y la implementacién del Acuerdo Final para la Terminacién del Conflicto y la Construccién de
una Paz Estable y Duradera.
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la idoneidad de las recomendaciones para contrarrestar las amenazas y la efectiva coordinacién
con las autoridades locales y con los programas y estrategias de prevencién y proteccién a
defensores de Derechos Humanos.

Otra de las instancias relevantes disefiadas para la prevencién de vulneraciones y la
promocién del liderazgo social es la Comisién Intersectorial de Garantias para las Mujeres
Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos, creada por el Decreto 1314 de 2016'7.- Su
finalidad es coordinar y orientar la formulacién, ejecucién y seguimiento del Programa Integral de
Garantias para las Mujeres Lideresas y defensoras de Derechos Humanos. La creacién de esta
estrategia reflejé el compromiso del Estado en implementar medidas encaminadas a garantizar el
pleno goce y efectivo de los derechos de este sector poblacional de las mujeres. Sin embargo, la
Corte Constitucional sefialé en diversas oportunidades'® que el conflicto armado afecté de manera
diferencial y desmedida a los sujetos de especial proteccién constitucional, y que persiste la
necesidad de fortalecer las politicas de prevencién y atencién a riesgos desde un enfoque
diferencial. En ese contexto, aunque se han adoptado estrategias como las mencionadas, el Plan
Nacional de Atencién y Reparacién Integral a Victimas defermind que persisten dificultades en
relacién con su implementacién, desafios que impiden consolidar una respuesta efectiva y oportuna
frente a la prevencién y ocurrencia de hechos victimizantes en grupos poblacionales especificos.

Igualmente, dando cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo Final, a partir de 2017
se crearon y reglamentaron herramientas e instancias encaminadas a la coordinacién y la
participacién de las instituciones, la comunidad y el territorio. Entre estos avances se encuentran
el Programa Integral de Seguridad y Proteccién para Comunidades y Organizaciones en los
Territorios'?, la Comisién Nacional de Garantias de Seguridad (CNGS)? y el Sistema de
Seguridad para el Ejercicio de la Politica?’. El primero, tiene por obijetivo la puesta en marcha de
medidas territoriales de prevencién, proteccién, seguridad y promocién de la denuncia de
comunidades y organizaciones defensoras de Derechos Humanos, asi como de sus lideres,
dirigentes y activistas. El segundo, se encarga del disefio y seguimiento de la politica pdblica y

17 Decreto 1314 de 2016, Por el cual se crea la Comisién Intersectorial de Garantias para las Mujeres Lideresas y
Defensoras de los Derechos Humanos.

18 Auto 092 de 2008 (Corte Constitucional, 2008), Auto 251 de 2008 (Corte Constitucional, 2008}, Auto 006 de
2009 (Corte Constitucional, 2009), Auto 098 de 2013 (Corte Constitucional, 2013), Auto 173 de 2014 (Corte
Constitucional, 2014}, Auto 266 de 2017 (Corte Constitucional, 2017), 735 de 2017 {Corte Constitucional, 2017), y
Auto 756 de 2018 (Corte Constitucional, 2018).

19 Decreto 660 de 2018, por el cual se adiciona el Capitulo 7, del Titulo 1, de la Parte 4, del Libro 2 del Decreto 1066
de 2015, Unico Reglamentario del Sector Administrativo del Interior, para crear y reglamentar el Programa Integral de
Seguridad y Proteccién para Comunidades y Organizaciones en los Territorios; y se dictan otras disposiciones.

20 Decreto 154 de 2017, por el cual se crea la Comisién Nacional de Garantias de Seguridad en el marco del Acuerdo
Final, suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP.

21 Decreto 895 de 2017. por el cual se crea el Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Politica.
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criminal en materia de desmantelamiento de las organizaciones o conductas criminales
responsables de homicidios y masacres que atenten contra los defensores de Derechos Humanos.
Finalmente, el tercero tiene como finalidad contribuir a crear y garantizar una cultura de
convivencia, folerancia y solidaridad que dignifique el ejercicio de la politica y brinde garantias
para prevenir cualquier forma de estigmatizacién y persecucién.

La necesidad de coordinar las politicas y programas con el territorio tiene sustento en el
articulo 303 de la Constitucién Politica que sefialaron a los gobernadores como agentes del
presidente para el mantenimiento del orden piblico y a los alcaldes como las primeras
autoridades de policia del municipio o distrito, modificado por el articulo 1° del Acto Legislativo
2 de 2002, y en el articulo 315 de la Carta Politica. Bajo esa orientacién el Decreto 2252 de
2017 especificé las responsabilidades de los alcaldes y gobernadores como primeros
respondientes en la defeccién temprana de situaciones de riesgo contra defensores de Derechos
Humanos. En ese sentido, dentro de las funciones de estas autoridades se encuentran: (i) disefiar
e implementar acciones tendientes a fortalecer la prevencién temprana, en el marco de los consejos
territoriales de seguridad; (ii) crear y ajustar mecanismos que prevengan la materializacién de los
riesgos; (iii) activar las rutas de proteccién individual y colectiva para el caso de los defensores de
Derechos Humanos que se encuentren en riesgo; y (iv) disefiar e implementar sistemas de control

y seguimiento de las acciones que se adopten a nivel local.

De manera mds reciente, entre 2018 y 2020 el Gobierno nacional impulsé instrumentos
de politica publica para mitigar las agresiones conira los lideres y defensores, como el Plan
de Accién Oportuna (PAO), con el objeto de articular, orientar y coordinar los diferentes
programas de proteccién y recursos de las entidades del Gobierno con competencia en la
prevencién y proteccién individual y colectiva. En ese marco, a través del Decreto 2137 de
2018, se constituyé la Comisién Intersectorial para el Desarrollo del Plan de Accién Oportuna
(PAQ) para: (i) hacer seguimiento a las amenazas contra los defensores de Derechos Humanos y
de las acciones que adelanta el gobierno para su proteccién; (ii) coordinar y orientar el disefio, la
implementacién y el seguimiento del PAO; (iii) hacer recomendaciones para priorizar la inversién
y la gestién de esquemas de cofinanciacién y ejecucién para la implementacién del PAO; (iv)
impulsar acciones para promocién y proteccién de la labor de defensa de los Derechos Humanos;
(v) formular recomendaciones al Consejo Nacional de Seguridad para la conformacién de Zonas
Estratégicas de Intervencién Integral (ZEll) y articular la formulacién de lineamientos para la
respuesta institucional en estas zonas; (vi) orientar la adopcién de herramientas tecnolégicas para
la evaluacién del riesgo y facilitar la definicién de medidas a implementar; (vii) impulsar la
modificacién y adopcién de normas que promuevan la reingenieria necesaria para el
funcionamiento y articulacién de los diferentes componentes del programa de proteccién, y (viii)
coordinar la implementacién de las medidas de proteccién colectiva y generar proyectos de
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autoproteccién. Actualmente, esta instancia nacional es la llamada a orientar, articular y priorizar
los esfuerzos del Estado para el respeto, garantia y promocién de los derechos de las personas
defensoras de los Derechos Humanos.

De manera reciente, el Gobierno nacional a través del Decreto 1138 de 202172, con el
objeto de impulsar el cumplimiento de los objetivos y estrategias de la Comisién Intersectorial del
PAO, creé: (i) el Comité Social del PAO para la prevencién y promocién de los derechos de los
defensores de Derechos Humanos, con la finalidad principal de articular iniciativas institucionales
y promover el didlogo, concertacién e inferlocucién entre el Gobierno nacional, los defensores y
organizaciones; (i) Comité Operativo del PAO para la proteccién y reaccién inmediata frente a
las vulneraciones a la vida, libertad, seguridad e integridad de los defensores de Derechos
Humanos; vy (iii) la Mesa Interinstitucional de seguimiento a homicidios contra las personas de
Derechos Humanos.

Por otra parte, vale la pena mencionar los esfuerzos del Estado en la interlocucién entre
la institucionalidad y los diferentes sectores sociales y las personas defensoras y
lideres sociales?®. En estos procesos se ha procurado una interlocucién tripartita (Gobierno y
organizaciones defensoras de Derechos Humanos de la sociedad civil, con el acompafiamiento de
la comunidad internacional); por ejemplo, para la formulacién del Plan Nacional de Accién de
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario?*. En ese marco, entre abril y mayo de
2009, el Gobierno nacional, cuatro plataformas de Derechos Humanos?® y dieciséis sectores
sociales, acordaron un procedimiento para examinar las garantias que deben ofrecerse a los
lideres y defensores, respecto a la realizacién de sus actividades. En consecuencia, se establecié
la Mesa Nacional de Garantias (MNG), junto con mesas regionales en catorce
departamentos (PNUD, 2019). Desde ese afio, la MNG tiene tres objetivos fundamentales:(i)
establecer un didlogo sobre la necesidad de proporcionar garantias a las organizaciones de
derechos sociales y humanos con objeto de adoptar decisiones pertinentes en los planos nacional
y regional; (ii) aumentar el grado de confianza entre la sociedad civil y las autoridades del Estado,

22 Decreto 1138 de 2021, por medio del cual se modifica y adiciona el Decreto 2137 de 2018.

23En particular, se destaca la instalacién de espacios como la Comisién Consultiva de Alto Nivel para comunidades
afrocolombianas(Decreto 1371 de 1994), el Comité Nacional de Derechos Humanos de los Pueblos Indigenas (Decreto
1396 de 1994), la Comisién Interinstitucional para la Promocién y Proteccién de los Derechos Humanos de los
Trabajadores (Decreto 1413 de 1997), el Comité de Reglamentacién y Evaluacién de Riesgos (Decreto 1592 del 2000)
y la Mesa de seguimiento o la implementacién de las recomendaciones anuales de la Oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Decreto 1290 de 1995).

24 Cabe anotar que este proceso en su momento no pudo terminarse, debido a que las organizaciones de la sociedad
civil suspendieron su participacién, expresando que el incremento de las agresiones en contra de las personas defensoras
de Derechos Humanos no permitia contar con garantias para su participacién (Centro Nacional de Memoria Histérica,

2015).

25 Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz; Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia
y Desarrollo; La Alianza de Organizaciones Sociales y Afines y, La Coordinacién Colombia — Europa — Estados Unidos.
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y (iii) vigilar los compromisos establecidos sobre las garantias en los planos nacional y regional
(Consejo de Derechos Humanos A/HRC/13/22/Add.3 , 2010). A la fecha, la MNG que
mantiene su vigencia realiza una valoracién sobre los indicadores de avance en relacién con los
acuerdos alli concertados en materia de proteccién, prevencién e investigacién. Vale la pena
destacar que éste ha sido un escenario reconocido en los informes de érganos internacionales de
proteccién de Derechos Humanos (Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019).

Ademas de la MNG, existen al menos diez espacios que, por norma, buscan garantizar
la participacién de la ciudadania en asuntos relacionados con la proteccién de los Derechos
Humanos y la prevencién de sus vulneraciones. Entre estos, se encuentran: (i) la Comisién de
Derechos Humanos de los Pueblos Indigenas?; (i) la Comisién Nacional de Garantias de
Seguridad?; (iii) el Comité de Evaluacién de Riesgo y Recomendacién de Medidas (CERREM)?;
(iv) los Comités Territoriales de Justicia Transicional®’; (v) los Subcomités Técnicos del Sistema
Nacional de Atencién y Reparacién a las Victimas®’; (vi) la Mesa Regional Amazénica®'; (vii) la
Mesa Permanente de Concertacién con los Pueblos y Organizaciones Indigenas®; (viii) la
Comisién Nacional de diglogo del Grupo étnico Rrom o Gitano®3; (ix) la Instancia Especial de Alto
Nivel de los Pueblos Etnicos®, y (x) el Comité de seguimiento a la Ley 125735,

Estrategias para el impulso de la investigacién y sancién de las agresiones contra los
defensores de Derechos Humanos y el contexto de las vulneraciones

En 2006 se constituyé el denominado Acuerdo Tripartito por la Libertad de Asociacién
y la Democracia, formalizado entre el Gobierno nacional, los sindicatos y empresarios
colombianos. En el marco de ese Acuerdo se reiteré el cumplimiento de las politicas nacionales
del trabajo, priorizando los Derechos Humanos de los trabajadores y el derecho de asociacién
sindical, por lo que se suscribié el convenio Interadministrativo n® 154 de 2006, entre la Fiscalia
General de la Nacién y la Vicepresidencia de la Repdblica. A través de ese convenio

26 Creada por el Decreto 1396 de 1996.

%7 Creada por el Decreto Ley 154 de 2017.

28 Creado por el Decreto 4912 de 2011.

29 Creados por la Ley 1448 de 2011 y reglamentados por el Decreto 4800 de 2011.
%0 Creados por la Ley 1448 de 2011 y reglamentados por el Decreto 4800 de 2011.
31 Reglamentada por el Decreto 3012 de 2005.

%2 Reglamentada por el Decreto 1397 de 1996.

33 Creada por el Decreto 2957 de 2010.

34 Creado por la ley 1257.

35 En 2017, la CIAT fue modificada en virtud del Decreto 2124 de 2017, credndose la Comisién Intersectorial de
Respuesta y Reaccién Rapida (CIPRAT) con la participacién de las entidades territoriales y en respuesta al Acuerdo Final.
La CIPRAT es la encargada de coordinar e impulsar medidas preventivas y de reaccién rdpida por parte de autoridades

y entidades creada en el Decreto 2124 de 2017.
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inferadministrativo se adoptaron medidas de descongestién judicial y seguimiento de las
investigaciones que vinculan a la victima con una organizacién sindical. Bajo esa orientacién,
entre 2008 y 2021 se han venido creando y prorrogando instancias judiciales para atender los
procesos relacionados con los delitos contra los lideres sindicalistas (Acuerdo n® 4924 del 25 de
junio de 2008). Asi, entre 2018 y 2021, fueron expedidos diferentes acuerdos encaminados a
prorrogar la medida judicial de descongestién, por lo que actualmente, a través del Acuerdo
PCSJA21-11795 del 2 de junio 2021, se prorrogd hasta el 30 de junio de 2022 el funcionamiento
de los juzgados 10 Penal del Circuito Especializado de Bogotd y el 11 Penal del Circuito
Especializado.

Por su parte, la Fiscalia General de la Nacién (FGN) adopté la Directiva 011 de 2016%,
sobre la investigacién de amenazas contra personas defensoras de Derechos Humanos, a
través de la cual definié el concepto de defensor de Derechos Humanos dentro de la ruta
metodolégica de la investigacién criminal. Adicionalmente, con el fin de incorporar modelos y
précticas internacionales para la investigacién y procesamiento de crimenes contra defensores de
Derechos Humanos, la FGN adopté la Directiva 002 de 2017% para establecer una estrategia de
investigacién y judicializacién de los delitos cometidos contra las personas defensoras de Derechos
Humanos. Lo anterior, a partir de pardmetros técnicos que permitieron plantear hipétesis
investigativas y definir acciones institucionales estandarizadas, estratégicas y articuladas en

materia de investigacién.

En materia de respeto y garantia a la labor de defensa de los Derechos Humanos, el
Estado colombiano ha propendido por articular las estrategias que implementan los diferentes
sectores. Asi, la Politica de Defensa y Seguridad expedida (PDS) (Ministerio de Defensa Nacional,
2019) establecié un componente especifico de proteccién prioritaria a lideres sociales y
defensores de Derechos Humanos, enfocado en la captura de victimarios y el desmantelamiento
de estructuras armadas que ataquen a esta poblacién. Esta politica determiné que la
materializacién de este propésito implica la articulacién de capacidades institucionales de
infeligencia e investigacién criminal, y mencioné un enfoque preventivo en las zonas donde es
factible que persistan las actividades delictivas contra esta poblacién. Igualmente, la Politica Marco
de Convivencia y Seguridad Ciudadana (Gobierno de Colombia, 2019) reconocié a los lideres
sociales como una de las poblaciones con mayor riesgo y se comprometié con lo planteado para
defensores de Derechos Humanos en la PDS. Adicionalmente, reconocié a los lideres sociales como

36 Articulo 30 de la Ley 599 del 2000.

% Directiva 002 de 2017 de la Fiscalia General de la Nacién, mediante la cual se establecen lineamientos para la
proteccién de los derechos de defensoras y defensores de Derechos Humanos, se amplia en concepto de defensores de
derechos humanos y se recomienda al Gobierno la creacién de un registro Gnico sobre la vulneracién de derechos a
defensores y lideres sociales.
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una de las poblaciones con mayor riesgo y determiné que la proteccién se enfatizard
especialmente en las zonas més susceptibles a la afectacién de los lideres y con medidas de
proteccién reforzadas también en las Zonas Estratégicas de Intervencién Integral (ZEII).

Por su parte, el Ministerio de Justicia y del Derecho ha fortalecido la presencia
institucional e impulsado la sancién de los responsables de las agresiones contra la poblacién
lider y defensora de Derechos Humanos. Asi, en el segundo semestre de 2020 lideré la creacién
de once Juzgados Penales del Circuito Especializados para la investigacién y juzgamiento. En
total, de acuerdo con la informacién suministrada por el Ministerio de Justicia y del Derecho, entre
2020y 2021, se invertirdn 37.124 millones de pesos para este proyecto de ampliacién de jueces.
Asimismo, de acuerdo con la informacién entregada por esta entidad, se creardn 815 cargos,
dentro de los cuales estédn previstos los once jueces penales del circuito especializado.
(Comunicacién oficial del Ministerio de Justicia y del Derecho, 2021).

Igualmente, entre los lineamientos relevantes para la investigacién, juicio y sancién de
las agresiones conira las personas defensoras de Derechos Humanos, se encuentra el Plan
Nacional de Politica Criminal, 2021-2025. Este documento de politica incorporé dentro de sus
objetivos especificos la reduccién de los homicidios de lideres y defensores de Derechos Humanos
en el pais. Ese plan evidencié el aumento de las agresiones y los factores de riesgo para el libre
ejercicio de la defensa de los Derechos Humanos en Colombia.

Respecto a los avances de la arquitectura institucional del Estado para el fortalecimiento
de los procesos de investigacién criminal y sancién, Colombia presenté en 2018 ante el
Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas una relacién de instituciones creadas para
garantizar la labor de defensa de las personas defensoras de Derechos Humanos y el
esclarecimiento de las vulneraciones. Entre ellas, se encuentran: el Cuerpo Elite de la Policia
Nacional (Gobierno de Colombia, 2018), la Subdireccién Especializada de la UNP** y la Unidad
Especial de Investigacién para el Desmantelamiento de las Organizaciones y Conductas
Criminales de la FGN“. Si bien la puesta en marcha de estos grupos ha sido un avance relevante
en esta materia, se requiere evaluar y establecer si desde su creacién se vienen cumpliendo de
manera efectiva y oportuna las funciones asignadas en materia de investigacién criminal, su

articulacién en el ferritorio y los ajustes necesarios para mejorar su efectividad.

Promocién de ambientes favorables al liderazgo social

38 Informe nacional presentado con arreglo al pérrafo 5 del anexo de la resolucién 16/21 del Consejo de Derechos
Humanos.

39 Creada mediante el Decreto 300 de 2017.
40 Creada mediante el Decreto 898 de 2017.
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En diciembre de 2018 se expidié el Documento CONPES 3955 Estrategia para el
fortalecimiento de la accién comunal en Colombia*' con el propésito de generar garantias
integrales para el fortalecimiento de las organizaciones de accién comunal, de sus miembros
y de sus dignatarios. Sus acciones se implementardn a 2022 con un costo estimado de 90.000
millones de pesos. A la fecha de expedicién de la Politica Piblica de Garantias y Respeto a la
Labor de Defensa de los Derechos Humanos, el Documento CONPES 3955 tiene un porcentaje de
avance del 71,5 %.

En diciembre de 2019 el Gobierno nacional publicé el Marco de Politica Piblica de
Proteccién Integral y Garantias para Lideres y Lideresas Sociales, Comunales, Periodistas y
Defensores de Derechos Humanos, a través del cual se evidenciaron algunos retos relevantes
en esta materia y se emitieron los lineamientos base de esta politica piblica para fortalecer
las garantias para el ejercicio del liderazgo social y la defensa de los Derechos Humanos. Este
Marco de Politica ha sido un insumo relevante para el disefio de esta politica y para la adopcién
de estrategias implementadas del Gobierno nacional, entre 2019 y 2021. Su implementacién ha
sido complementada con acciones capacitacién y asesoria a las autoridades locales para la
ejecucién de estrategias de prevencién de violaciones de Derechos Humanos e infracciones al
Derecho Internacional Humanitario, que respondan a las particularidades de los territorios. En ese
sentido, entre 2020 y 2021 el Ministerio del Interior creé diversas estrategias encaminadas a la
promocién de la participacién ciudadana y al fortalecimiento del pluralismo, la libertad de
expresién y la participacién, para la generacién de un ambiente propicio para la labor de defensa
de los Derechos Humanos*2. Igualmente, vale la pena mencionar que en agosto de 2021 se
expidié el Documento CONPES 4040 Pacto Colombia con las Juventudes: Estrategia para
fortalecer el Desarrollo Integral de la Juventud®, con el objeto de impulsar el desarrollo integral de
la poblacién joven urbana y rural y la construccién de sus proyectos de vida, para contribuir a su
vinculacién como agentes de desarrollo politico, econémico, social y cultural del pais.

2.2. Justificacién

Los esfuerzos del Estado colombiano han ido evolucionando a partir del reconocimiento
de los derechos y libertades y de la relevancia del liderazgo social para la vigencia del Estado
democrdtico y pluralista. No obstante, se requiere avanzar hacia su articulacién efectiva y hacia

41 Disponible en https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3955.pdf.

42 Entre estos programas se encuentran: (i) Construyendo liderazgo para la defensa de los Derechos Humanos, en los
departamentos de Arauca, Caquetd, Cérdoba, Meta, Putumayo y Risaralda; (i} Pactos ciudadanos contra la
estigmatizacién y a favor de los defensores y lideres, que impacté 31 municipios; (i) la campafa Lider es Colombia,
de alcance nacional; y (iv) la creacién del Comité de los Bancos de Proyectos y el Fondo para la Participacién Ciudadana
y el Fortalecimiento de la Democracia.

43 Disponible en https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4040.pdf.
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la adecuacién de las iniciativas institucionales a los desafios actuales en esta materia. En efecto,
la necesidad de responder a distintos retos y coyunturas en materia de prevencién y proteccién,
han tenido por consecuencia una prolifica produccién normativa y de politica que plantea retos
en materia de coherencia y eficacia. A este respecto, cabe resaltar particularmente que el pais no
cuenta con evaluaciones de las acciones e iniciativas adelantadas, lo que ha dificultado el andlisis
de resultados e impactos de estos esfuerzos.

Es por esta razén que el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia,
Pacto por la Equidad determiné, en su Pacto por la legalidad, que debia formularse e
implementarse una politica piblica nacional de prevencién y proteccién integral de lideres y
lideresas sociales, comunales, periodistas y defensores de Derechos Humanos. Asi, esta politica
busca atender los retos que persisten para garantizar el ejercicio de la labor de defensa de los
Derechos Humanos, a pesar de los esfuerzos adelantados por el Estado colombiano.

En un primer momento, estos se centraron en la creacién de diversos programas
encaminados a la proteccién material e individual, para contrarrestar los riesgos inminentes.
De manera mds reciente, se avanzé en la proteccién colectiva, de comunidades y organizaciones
y se ha venido posicionando la importancia de adoptar medidas mds orientadas hacia abordaijes
preventivos para la mitigacién efectiva de los riesgos y la solucién a sus causas estructurales. No
obstante, los contextos y dindmicas complejos y heterogéneos de los territorios en los que mads
ocurren las agresiones requieren de abordajes especializados, que combinen la reaccién y la
prevencién de manera efectiva.

En este sentido, ha jugado un rol preponderante la consolidacién de un Sistema que
promueve la articulacién entre el Sistema de Alertas Tempranas, a cargo de la Defensoria del
Pueblo, y la institucionalidad del Gobierno nacional encargada de la coordinacién de
estrategias entre las entidades del orden nacional y ferritorial. Sin embargo, la multiplicidad de
instancias y normas vigentes complejizan la accién institucional y la definicién de roles en la
infervencién integral y oportuna de los factores de riesgo que rodean la labor de defensa de los
Derechos Humanos. En este mismo sentido, es necesario brindar mayor impulso a consolidar la
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